El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.

Sandra Marcela Londoño López Vs Nueva EPS S.A. y otro Rad. 66001-31-05-001-2016-00240-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:


Sentencia de 23 de enero de 2018

Radicación Nro.

66001-31-05-001-2016-00240-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Sandra Marcela Londoño López 

Demandado:


Nueva EPS S.A. y Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Rda.

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:

Juzgado Primero Laboral del Circuito

TEMAS:
CONTRATISTAS INDEPENDIENTES / RESPONSABILIDAD SOLIDARIA / REQUISITOS PARA QUE PUEDA DECLARARSE.
… conforme al artículo 34 del C.S.T., las personas naturales o jurídicas que contraten la ejecución de una o varias obras o la prestación de servicios en beneficio de terceros, por un precio determinado, asumiendo los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva, serán catalogados como contratistas independientes y en consecuencia, verdaderos empleadores.

No obstante lo anterior, el beneficiario del trabajo o el dueño de la obra, salvo que se trate de labores ajenas a las actividades normales de su empresa o negocio, deberá responder solidariamente con el contratista frente a los salarios y prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores, sin que ello impida que el beneficiario de la labor, estipule con el contratista las garantías del caso o para que repita contra él lo pagado a esos trabajadores. (…)

Todo lo anterior significa que, para que pueda declararse la responsabilidad solidaria en el escenario anteriormente referido, deberán presentarse los siguientes presupuestos: i) Que las labores encargadas al contratista no sean extrañas o ajenas a las actividades normales del beneficiario del trabajo o dueño de la obra; ii) Que el contratista preste sus servicios de manera exclusiva en la ejecución del servicio o la obra contratada y; iii) Que las funciones desarrolladas en virtud al contrato de trabajo suscrito entre el trabajador y el contratista independiente sean de aquellas actividades que desarrollan el objeto del contrato civil o comercial celebrado entre contratante y contratista.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, veintitrés de enero de dos mil diecinueve, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora SANDRA MARCELA LONDOÑO LÓPEZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 6 de julio de 2018, dentro del proceso que le promueve a la NUEVA EPS y a la FUNDACIÓN CLÍNICA CARDIOVASCULAR DEL NIÑO DE RISARALDA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2016-00240-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Sandra Marcela Londoño López que la justicia laboral declare que entre ella y la Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 12 de junio de 2012 y el 23 de octubre de 2013 y que la carta que dio por terminado ese vínculo laboral por mutuo acuerdo, es nula. 
Con base en ello aspira que se condene a la demandada y a la Nueva EPS, en calidad de responsables solidarios, a reconocer y pagar las prestaciones sociales, vacaciones y aportes a la seguridad social que se causaron durante la vigencia de esa relación laboral, la indemnización por despido sin justa causa, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Suscribió contrato de trabajo a término indefinido con la Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda el 12 de junio de 2012 para prestar sus servicios personales como auxiliar contable y posteriormente ejecutó el de analista de tesorería; el último salario devengado ascendió a la suma de $1.787.000; la Fundación accionada celebró contrato de prestación de servicios de salud con la Nueva EPS S.A., para prestar sus servicios a los afiliados de esa entidad; dados los incumplimientos laborales y lo resuelto en la sentencia de tutela interpuesta por ella, la Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda efectuó parcialmente los aportes pensionales a su favor, quedando pendientes el pago de las prestaciones sociales y la compensación en dinero de vacaciones; el 23 de octubre de 2013 firmó carta de terminación del contrato de trabajo por mutuo acuerdo, debido a la solicitud que en tal sentido le hiciera su empleador, justificándola en la difícil situación económica por la que atravesaba esa entidad y bajo la promesa de cancelarle la liquidación final de sus prestaciones sociales en varios pagos; acuerdo que finalmente no se cumplió.   
Al contestar la demanda –fls.76 a 88-, la Nueva EPS aceptó la suscripción del contrato de prestación de servicios de salud con la Fundación accionada, aclarando que para la ejecución del mismo, esta última tenía plena autonomía e independencia administrativa y financiera, además, que dicho contrato no tenía cláusula de exclusividad. Se opuso a las pretensiones y presentó como excepciones de mérito las que denominó “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de la solidaridad por parte de la Nueva EPS”, “Buena fe”, “Primacía de la ley y seguridad jurídica”, “Inaplicación de la sanción moratoria”.
La Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda –fls.114 a 123-, dio contestación al libelo introductorio, aceptando la mayoría de los hechos anteriormente narrados, salvo los correspondientes a que la actora hubiera prestado sus servicios directamente a los usuarios de esa EPS; la existencia de deuda alguna por concepto de aportes a la seguridad social, cesantías e intereses a las mismas, prima de servicios y vacaciones y; la existencia de condicionamientos o engaño ante la decisión de terminar por mutuo acuerdo la relación laboral que los ataba. Se opuso a lo pretendido en la demanda y propuso como excepciones de fondo “Prescripción de la acción laboral” y “La genérica”.
En sentencia de 6 de julio de 2018, la juzgadora de primera instancia, ante la aceptación expresa de la Fundación accionada frente a la existencia del contrato de trabajo entre esa entidad y la señora Sandra Marcela Londoño López, tuvo tal hecho como acreditado. Seguidamente, declaró la nulidad de la carta de mutuo acuerdo que dio por terminada esa relación laboral, argumentando que la actora sí había sido engañada por su empleador, debido a que éste se aprovechó de la situación laboral y familiar por la que atravesaba su trabajadora, para viciar su consentimiento con promesas de pago que finalmente no cumplió. En consecuencia, ordenó el pago de la indemnización por despido sin justa causa, en la suma de $2.028.745. 

Así mismo, ante la ausencia probatoria, condenó a la Fundación demandada a cancelar a la accionante lo correspondiente a las cesantías, intereses a las cesantías, prima de servicios y la compensación en dinero de las vacaciones a que tenía derecho. Adicionalmente, al no evidenciar actos de buena fe por parte del empleador que justificaran el no pago de tales acreencias laborales a la terminación del contrato de trabajo, ordenó el pago de los intereses moratorios establecidos en el artículo 65 del CST, a partir del 24 de octubre de 2013, debido a que entre la terminación de la relación laboral y la presentación de la demanda, transcurrieron más de 24 meses. 
Negó las demás pretensiones de la demanda, entre las cuales se enlistaba la declaratoria de responsabilidad solidaria de la Nueva EPS frente a las condenas impuestas a cargo de la Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda, argumentando que conforme al artículo 34 del CST y los certificados de existencia y representación legal de ambas entidades, las actividades realizadas por la accionante no eran inherentes al objeto social del contrato pactado entre las entidades demandadas y además, que en ese contrato de prestación de servicios, no se pactó una cláusula de exclusividad, advirtiendo que el hecho de que la sostenibilidad económica de la Fundación dependiera de su cliente principal, la Nueva EPS, no resultaba razón suficiente para declarar la solidaridad entre ellas, pues tal declaración procede cuando las labores del contratista independiente corresponden a las propias de la entidad que contrata, situación que no se presentó respecto a las actividades ejecutadas por la señora Sandra Marcela Londoño Vélez.
Inconforme con la anterior decisión la parte actora presentó recurso de apelación, manifestando que el análisis efectuado por la a-quo resulta discriminatorio, al concluir que como las labores de la actora las ejecutó en el área de contabilidad y eran meramente administrativas y no asistenciales, no había lugar a declarar la solidaridad entre las empresas accionadas frente a sus derechos laborales, por considerarlas extrañas al objeto social contratado, cuando en una empresa como la Fundación accionada, ambas labores resultan indispensables para el buen funcionamiento de la entidad y la prestación de los servicios de salud, considerando el recurrente, que debió efectuarse un juicio de proporcionalidad y extender dicha solidaridad, en aras de no vulnerar el principio de igualdad y de proteger los derechos de los trabajadores que fueron defraudados por la Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda, al no cancelarles los salarios y prestaciones sociales a que tienen derecho.
Así mismo, presentó inconformidad respecto al concepto de exclusividad y como fue analizado por la juzgadora de primera instancia, pues no tuvo en cuenta la relatividad de dicho aspecto, pues no tuvo en cuenta que en el presente asunto quedó demostrado que la Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda, sí dependía exclusivamente de los ingresos girados por la Nueva EPS. 
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:
¿Hay lugar a declarar solidariamente responsable a la Nueva EPS S.A. por las condenas impuestas a la Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda, debido a las obligaciones que se derivaron del contrato de trabajo suscrito entre ésta última sociedad y la señora Sandra Marcela Londoño López?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
RESPONSABILIDAD SOLIDARIA

Como bien lo manifestó la falladora de primera instancia, haciendo propios los argumentos expuestos por este Tribunal en un caso similar al que ahora se revisa, conforme al artículo 34 del C.S.T., las personas naturales o jurídicas que contraten la ejecución de una o varias obras o la prestación de servicios en beneficio de terceros, por un precio determinado, asumiendo los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva, serán catalogados como contratistas independientes y en consecuencia, verdaderos empleadores.
No obstante lo anterior, el beneficiario del trabajo o el dueño de la obra, salvo que se trate de labores ajenas a las actividades normales de su empresa o negocio, deberá responder solidariamente con el contratista frente a los salarios y prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores, sin que ello impida que el beneficiario de la labor, estipule con el contratista las garantías del caso o para que repita contra él lo pagado a esos trabajadores.

La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema Justicia, en sentencia del 6 de marzo de 2013, Radicación 39050, trajo a colación apartes de lo considerado sobre el tema, en providencia de 2 de junio de 2009 con Radicación 33082, en la que indicó: 

“Con todo, encuentra la Corte, como lo ha explicado en anteriores oportunidades, que de cara al establecimiento de la mencionada solidaridad laboral, en los términos del artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo, lo que debe observarse no es exclusivamente el objeto social del contratista sino, en concreto, que la obra que haya ejecutado o el servicio prestado al beneficiario o dueño de la obra no constituyan labores extrañas a las actividades normales de la empresa o negocio de éste. Y desde luego, en ese análisis cumple un papel primordial la labor individualmente desarrollada por el trabajador, de tal suerte que es obvio concluir que si bajo la subordinación del contratista independiente, adelantó un trabajo que no es extraño a las actividades normales del beneficiario de la obra, se dará la solidaridad establecida en el artículo 34 citado”.

Todo lo anterior significa que, para que pueda declararse la responsabilidad solidaria en el escenario anteriormente referido, deberán presentarse los siguientes presupuestos: i) Que las labores encargadas al contratista no sean extrañas o ajenas a las actividades normales del beneficiario del trabajo o dueño de la obra; ii) Que el contratista preste sus servicios de manera exclusiva en la ejecución del servicio o la obra contratada y; iii) Que las funciones desarrolladas en virtud al contrato de trabajo suscrito entre el trabajador y el contratista independiente sean de aquellas actividades que desarrollan el objeto del contrato civil o comercial celebrado entre contratante y contratista.

EL CASO CONCRETO

Para lo que interesa al recurso de apelación, se encuentra probado en el proceso que el 12 de junio de 2012 la señora Sandra Marcela Londoño López y la Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda, celebraron un contrato de trabajo a término indefinido –fls.22 a 24-; el cargo desempeñado por la trabajadora fue el de asistente de contabilidad; a partir del 1º de abril de 2013, según el Otro sí a ese contrato de trabajo –fl.25-, pasó a ocupar el cargo de analista de tesorería; bajo este último vínculo, desarrolló las siguientes funciones: generación de pagos a proveedores, consolidación de nóminas y cuentas por pagar, manejo de caja menor, presentación de informes a la Dirección Financiera y las demás que ya le habían sido asignadas.
Igualmente, quedó acreditado que la Nueva EPS  S.A. y la Fundación accionada –fls.89 a 100-, suscribieron contrato de prestación de servicios en salud en la modalidad de evento, el que tenía como objeto la prestación de los servicios de salud incluidos en el Plan Obligatorio de Salud para los afiliados de la Nueva EPS S.A. en Pereira y su área de influencia de la regional Risaralda, encontrándose excluidos del objeto de ese contrato, todas las actividades, procedimientos, intervenciones y Guías de Atención Integral que no tengan por objeto contribuir al diagnóstico, tratamiento y rehabilitación de la enfermedad.        

Así las cosas, para definir si la Nueva EPS S.A. es solidariamente responsable frente a las condenas impuestas a la Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda, en virtud al contrato de trabajo celebrado entre ésta y la accionante entre el 12 de junio de 2012 y el 23 de octubre de 2013, debe tenerse en cuenta, tal como lo indicó la a-quo, que la Nueva EPS S.A. es una empresa promotora de salud que tiene como objeto social el cumplimiento de las funciones establecidas en la Ley 100 de 1993, según el certificado de existencia y representación legal de la entidad –fls.16 a 20-.

Por su parte, la Fundación accionada, conforme a la certificación expedida por el Director Operativo de Prestación de Servicios de la Secretaría de Salud del Departamento de Risaralda –fl.21-, mediante Resolución No. 0194 de 23 de abril de 2009, se le reconoció personería jurídica como entidad sin ánimo de lucro y conforme al contrato de prestación de servicios suscrito con la Nueva EPS, en calidad de institución prestadora de servicios de salud –fls.89 a 100-. 
Ahora bien, la señora Sandra Marcela Londoño López debía acreditar que las funciones desempeñadas por ella en ejecución del contrato de trabajo celebrado con la Fundación accionada, eran de aquellas actividades normales de la Nueva EPS S.A., para lo cual, solicitó que fueran escuchados los testimonios de los señores Marina del Socorro Londoño Ramírez, Paula Andrea Jaramillo Pérez y Roberto Antonio Montoya Bedoya, todos compañeros de trabajo, prestando sus servicios en esa entidad, la primera como coordinadora del Almacén y los demás, como auxiliares contables, el último con funciones de tesorero. 

Todos ubicaron a la actora en el área de contabilidad y tesorería, teniendo a cargo las siguientes funciones: presentar y analizar informes, digitar en el área de tesorería, registrar las cuenta de cobro y facturas de venta de los especialistas, proveedores, etc., preparar los paquetes de pagos, depurar cuentas por cobrar y por pagar, presentar informes y balances solicitados, incluidos los requeridos por la DIAN, preparar los pagos a proveedores y pagar impuestos. 
De todo lo anterior se puede colegir que entre las entidades accionadas sí existía una identidad de objetos, pues, la Nueva EPS tiene como actividades principales las de recaudo y aseguramiento de los afiliados del Sistema de Seguridad Social en Salud, además de garantizarles a sus afiliados el acceso a los servicios de salud conforme a lo dispuesto en los artículos 177 y siguientes de la Ley 100 de 1993, mientras que la Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda, como IPS, era la encargada de ejecutar tales servicios, según lo establecido en los artículos 185 y siguientes de esa misma normatividad. 

No obstante lo anterior, al analizar las funciones cumplidas por la accionante, resulta evidente que ella no prestó sus servicios en el área de la salud, situación que se ve reflejada precisamente en que sus estudios fueron como Contadora Pública, tal como lo indicó en sus generales de ley al momento de rendir declaración de parte, además, esas actividades no solo las desarrolló en favor de la Nueva EPS y sus afiliados, por cuanto los informes, registros, balances, pagos y análisis efectuados, estaban soportados en los ingresos y egresos que reportaba la Fundación accionada, respecto de todas las atenciones que brindaba a los afiliados de las distintas EPS con las que había contratado la prestación de sus servicios como IPS, entre las que estaban, Coomeva, Asmet Salud, Saludcoop, Cafesalud, tal como lo indicaron los testigos.

Lo que significa, que las actividades realizadas por la actora, no beneficiaban exclusivamente a la Nueva EPS y tampoco eran de aquellas que desarrollaban el objeto del contrato pactado entre esa entidad y la Fundación Clínica Cardiovascular del Niño de Risaralda, es decir, que esas funciones en el área de contabilidad y tesorería, no garantizaban la prestación del POS a los afiliados de la Nueva EPS, ni se realizaban de manera exclusiva en favor del contratante, razones por las que no hay lugar a declarar la solidaridad solicitada frente a las condenas impuestas a la Fundación.
Ahora, si bien todos los declarantes insistieron en que el mayor cliente de la Fundación era la Nueva EPS y que la omisión en el pago por parte de ésta, repercutía en todo el funcionamiento de la contratista, según lo establecido en el artículo 34 del C.S.T., tal situación no alcanza a configurar el supuesto necesario para declarar la solidaridad que se reclama, debido a que el simple lazo fuerte de carácter comercial no representa el requisito de exclusividad en la prestación de sus servicios que debe exigirse al contratista. Es más, quedó acreditado en este asunto, que dicha exclusividad no se pactó ni se evidenció en la ejecución del contrato que vinculó a las demandadas.
En ese orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 6 de julio de 2018. 
Costas en esta instancia a cargo de la parte demandante.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No. 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia apelada.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Los integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ
Secretario
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